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CHUBUT: “BONDAD LEGISLATIVA”. SI LOS RESIDUOS 

PELIGROSOS SON GENERADOS POR UN PETROLERO,  

DEJAN  DE SERLO 

Ariel Juan Testino 

 

Introducción 

La Provincia del Chubut, que fuera pionera en materia de legislación ambiental en las últimas 

décadas del siglo XX, actualmente, como consecuencia de la implementación del Código Ambiental 

del año 2005 (Ley Nº 5.439 o actual Ley XI Nº 35), ingresó en serios vacíos legales, cuando no, 

en reglamentaciones inexplicables por su inconsistencia y ausencia de sentido lógico. 

 

Tales vacíos legales son consecuencia de la derogación de la totalidad de las leyes que dieran 

letra, mediante la “técnica del corte y pegue”, al mencionado Código Ambiental Provincial, lo que 

determinó que los Decretos Reglamentarios de aquellas “cayeran” legalmente, privando a la 

provincia de valiosas herramientas regulatorias que habían sido el resultado de muchos años de 

trabajo intelectual. Todo ello motivó un virtual estado de carencia legislativa, ya que poco es lo 

que hasta el presente se ha reglamentado del Código Ambiental, en sus algo más de cinco años de 

vigencia. 

 

Por otra parte, a lo escaso e insuficiente hecho en materia de reglamentación de normativas 

ambientales, debe sumarse lo hecho mal, de lo cual es distintivo el Decreto Nº 993/07, que 

constituye el tema central de este artículo. 

 

El Decreto Nº 933/07 

El Código Ambiental Provincial incorporó en su texto una expresa adhesión a la Ley Nacional Nº 

24.051, de Residuos Peligrosos, Ley que sentó el precedente de que los delitos ambientales 

atribuidos a una mala gestión de dichos residuos, pueden ser castigados penalmente con la cárcel, 

motivando ello reticencias de los generadores a ser encuadrados en dicha Ley. 
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Por ello, un sector que históricamente buscó ser exceptuado de la aplicación de la Ley es el 

involucrado en la actividad petrolera. Así lo expuso recurrentemente ante las autoridades 

ambientales provincial, a partir desde la puesta en vigencia de dicha Ley, allá por el año 1992. 

 

La respuesta a estos intentos evasivos parecía estar sellada a fuego en el año 2005, cuando el 

Código Ambiental incorporó la expresa adhesión de la Provincia a la mencionada Ley Nacional. 

Pero en el año 2007 la “Gestión Das Neves” dictó el Decreto Nº 933/07, por el cual cedió a los 

reclamos de los petroleros que pugnaban por no ser comprendidos por los alcances de la Ley Nº 

24.051. 

 

Este tan contradictorio como escandaloso Decreto Nº 933/07, no oculta en sus considerandos el 

responder a las presiones del sector, cuando menciona expresamente que responde al análisis de 

“… las diversas situaciones presentadas por las operadoras de áreas hidrocarburíferas ubicadas en 

la Provincia de Chubut, ante la Autoridad de Aplicación…”.  

 

El mencionado argumento, que podría presentarse como un gesto de amplitud democrática con el 

que se atiende los reclamos de las partes involucradas en la legislación vigente, pierde seriedad y 

se tiñe de suspicacias cuando el gobierno sostiene, sin mayor justificación ni explicación alguna, 

que “ … se considera que las actividades de exploración, perforación, explotación, transporte y 

almacenaje de hidrocarburos presentan características particulares que hacen que las mismas no 

puedan ser consideradas, a los efectos de la Ley Provincial Nº 5.439 y de la Ley Nº 24.051, en 

idénticas condiciones al resto de las actividades generadoras de residuos peligrosos”. 

 

Efectivamente, a través de tal nivel de vaguedad argumental, donde lo único claro son las 

presiones evidentemente ejercidas por los productores de hidrocarburos, el Decreto citado genera 

el subterfugio de llamar “residuos petroleros” a los “residuos peligrosos” (tipificados clara y 

unívocamente por la Ley Nº 24.051 a la que contradictoriamente adhiere el Código Ambiental), 

por el mero hecho de que éstos tengan origen en un yacimiento de hidrocarburos (figuras 1 y 2). 
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Foto 1. Residuo Peligroso, según Ley 

Nacional 24.051, corriente Y48 

contaminada con Y8 e Y9 

Foto 2. Residuo no Peligroso o Petrolero, 

según Decreto 993/07 

Si bien a nadie se le ocurriría sostener que la peligrosidad de un residuo patológico, tal por 

ejemplo, una jeringa contaminada con el virus del HIV, o con el de Hepatitis, no debe ser 

considerado peligroso cuando proviene de una Clínica o Sanatorio, por lo contrario, parece ser que 

en la provincia del Chubut eso es válido para los residuos peligrosos, cuando los mismos tienen su 

origen en sectores donde operan las empresas productoras (extractoras) de petróleo.  

 

La concesión hecha a la actividad petrolera por parte del Decreto Nº 933/07, avanza, artículo a 

artículo, en sus niveles de contradicción, a medida que intenta, infructuosamente, encontrar 

factores distintivos de los “nuevos” residuos. Así, trata de hacer una caracterización o definición de 

los “residuos petroleros” sosteniendo que el mismo es: “I) Todo material o suelo afectado por 

hidrocarburo, como resultado de procesos, operaciones o actividades desarrolladas dentro de las 

tareas de explotación, explotación, perforación, producción, transporte, almacenaje, 
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mantenimiento y limpieza y/o derrames de hidrocarburos, en suelo y/o agua, con un contenido de 

hidrocarburos totales de petróleo mayor a 1,00 % p/p sobre masa seca … ”. 

 

Respecto a tal definición, cabe mencionar que siendo los hidrocarburos totales las sustancias 

contaminantes de estos residuos, cuando un material contiene menos de 1% de ellos, se lo 

considera “peligroso”, mientras que cuando su tenor es mayor, deja de serlo para transformarse 

en algo “no peligroso” o “residuo petrolero”. O sea que, a decir del Decreto de la gestión Das 

Neves, y como caso único de la temática ambiental: “A MÁS CONTAMINANTE, MENOS 

PELIGRO”. 

Observaciones Legales 

Enmarcando el caso desde aspectos estrictamente legales, el que cabría ser analizado por 

especialistas en el tema, seguidamente se expone porqué consideramos que la pretendida 

reglamentación que hace el Decreto Nº 933/07, es nula e inconstitucional. 

 

El tema en cuestión se rige por el Título VI del Código Ambiental de la Provincia, denominado “de 

los Residuos Peligrosos” y conforme a lo dispuesto en su Artículo 66, se ADHIERE a la Ley Nacional 

Nº 24.051 y a su Reglamentación (Decreto Nº 831/93) con el fin de regular la generación, 

manipulación, transporte y disposición final de los mencionados residuos. 

 

Por lo tanto, si la Provincia adhiere a una LEY NACIONAL carece de atributos para reglamentar la 

misma. Ello, por el principio de legalidad que ordena respetar las jerarquías normativas, Artículo 

31 de la Constitución Nacional. Más aún, tratándose de una reglamentación hecha por un órgano 

Provincial incompetente para tales cometidos, la misma resulta de nulidad absoluta. 

 

A lo antedicho, se suma que la reglamentación le quita el carácter de Residuo Peligroso, a 

determinados materiales o restos de la actividad petrolera, los que se encuentran enmarcados 

dentro de la Ley Nacional Nº 24.051 (corriente de deshechos Y8 e Y9 y/o Y48 contaminada con los 

anteriores), imponiendo en consecuencia una regulación que viola la norma de jerarquía superior. 

 

Todo lo expuesto, redunda en la práctica en un notorio privilegio hacia un sector de los 

generadores de residuos peligrosos en la Provincia, estableciendo un antecedente de desigualdad 

ante la Ley. Asimismo, en lo operativo, el mantenimiento por espacio de los tres años 

transcurridos desde la aparición del Decreto Nº 933/07, ha significado un incremento innecesario 
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de la actividad burocrática estatal, con la creación de duplicidad de registros, trámites, 

habilitaciones, permisos e inspecciones, a todas luces evitables de no ser por la voluntad del 

Gobierno Provincial de beneficiar a un sector de la economía. 

 

Igualmente, la mencionada duplicidad administrativa se traslada lamentablemente a una 

duplicidad en materia de criterios ambientales, toda vez que un generador, transportista u 

operador de residuos, debe responder administrativa y operativamente, a través de distintas 

formas de gestión impuestas por la autoridad ambiental, para iguales materiales contaminantes. 

 

Lo anterior, sin recalar en lo más importante del caso, cual es la aparición de aprobaciones de 

modos de gestión, tratamiento y disposición final que estando perfectamente delimitados en la 

norma nacional a la que adhirió la provincia, están siendo discrecionalmente sustituidas o 

modificadas según el criterio de los funcionarios de turno, llevando a posibles afectaciones 

ambientales en el futuro, contrarias a la pretendida acción de reducir los pasivos ambientales ya 

generados por la actividad petrolera, con que la gestión actual se embandera en todo momento. 

A modo de conclusión 

Es de esperar que la administración del Estado Provincial, si los errores legislativos señalados 

fueron cometidos de buena fe, más temprano que tarde ponga en revisión los aspectos 

cuestionables de la reglamentación legislativa ambiental, evitando así los arrepentimientos tardíos, 

haciendo prevalecer las políticas ambientales por sobre los intereses económicos sectoriales. 

 

 


